INTERPONE RECURSO DE APELACION – FUNDA 

Señor Juez de Garantías: 
                            JULIO MARIO RAZONA, Abogado, T° IV F° 184  del Colegio de Abogados de Mar del Plata, Legajo CAPSA 35519-3, CUIT 20-11990809-5, Ingresos Brutos 11990809-5, Monotributista, con domicilio legal constituido en la calle Moreno 2689, 2° Piso, Oficina 2 de Mar del Plata, domicilio electrónico 20119908095@notificaciones.scba.gov.ar,, patrocinante del PARTICULAR DAMNIFICADO en la IPP15.121/22, al Sr – Juez de .Garantías del Joven Nº1    respetuosamente  digo: 
                I.- Que en legal tiempo y forma vengo a INTERPONER RECURSO DE APELACION contra la resolución dictada el 23 de julio de 2022 por la cual se rechaza el pedido de inconstitucionalidad de la 22.278 (Ley de Menores) y se ordena la libertad de los detenidos, en base a las siguientes consideraciones de hecho y derecho

           II.- A) Inconstitucionalidad de la ley 22.278

                 Que disiento enfáticamente con los resuelto por el Sr. Juez de Primera instancia en cuanto a que la norma tachada de inconstitucional no embiste contra las normas constitucionales reconocidas como de DDHH plasmadas en la reforma constitucional de 1994 (art. 75 inc. 22 de la CN).    

                Reconoce VS que la CIDN no establece una edad para declarar no punibles a los menores que cometen delitos y que exige el Estado  garantice todos sus derechos y garantías y que recomienda observar que recién a los 12 o 13 años un niño está en condiciones de comprender la criminalidad de sus acciones o comprender los procedimientos judiciales del fuero penal. (Comité de los Derechos del Niño – ONU –Observación General  nro. 24)
                            El fallo atacado utiliza como fundamento para rechazar el pedido de declaración de inconstitucionalidad de la ley los proyectos de Código Penal Argentino de 1896 y de 1906, como si en los últimos 126 o 116 años respectivamente,  hubiese habido cambios socio culturales en la Argentina, en la criminológica, enormes y radicales modificaciones sociológicas fruto de las  comunicaciones, el acceso a la información,  educación, etc. No obstante desde entonces, conforme surge del ejemplo traído por V.S.  “Estamos persuadidos de que el discernimiento, la apreciación de la moralidad o inmoralidad de los actos de ciertos actos sobre todo ,como los delitos, comienza generalmente antes de los diez años …” .                       El sentenciaste aduce que no existe un respaldo fáctico para aseverar que existe un crecimiento enorme de la actividad delictiva llevada a cabo por menores no punibles. Utiliza para tal afirmación supuestas estadísticas con las que contaría su fuero sobre la eficiencia del abordaje de “menores en conflicto con la ley penal”

                            Es público y notorio que un enorme porcentaje de la población opta por no denunciar delitos cuando son llevados a cabo por menores, materia prima de la delincuencia de mayores, ya que saben que el fuero de menores los dejará en libertad a las pocas horas en caso de no trascender en los medios el hecho o bien a los días, en caso de trascendencia mediática, para no provocar la lógica indignación social que implica esta media que pone en riesgo al medio social. 

                          Por lo tanto la misma ineficiencia del sistema jurídico penal, al sostenerse en una ley del Proceso de Reorganización Nacional que implica poner a DISPOSCION del Poder Ejecutivo a niños o adolescentes imputados de cometer un hecho delictivo, genera estadísticas que colisionan con la realidad, de las que se nutre para su subsistencia burocrática. Circulo vicioso   que genera partidas presupuestarias descomunales, que no tienen relación alguna con la eficiencia, la prevención delictual  y especialmente con la seguridad ciudadana. 
                          Disiento cuando sostiene VS en la resolución cuestionada, que la Ley 22.278 no constituye un obstáculo para garantizar los derechos de los menores no punibles. Conceptualmente es una “disposición de un menor” a organismos burocráticos que dependen del Poder Ejecutivo, delegándose funciones reservadas al Poder Judicial, único capacitado para llevar a cabo las mismas con personal capacitado y ajeno a las influencias  políticas que degradan y colapsan los organismos del Ejecutivo. 

                              Nuestra trágica historia indica que en la Dictadura Militar la puesta a  disposición  del PE de detenidos, implicó que miles de personas no pudiesen gozar de los más mínimos derechos constitucionales, permaneciendo hasta años privados de su libertad. Mecanismo potencialmente  facilitado por la ley cuestionada en la actualidad.   

                            Argumenta el Juez de Primera Instancias que los menores gozan de todas las garantías enumeradas en los tratados de DDHH reconocidos por Nuestra Carta Magna, si advertir que estos reconocimientos individuales embisten contra los DERECHOS DE LAS VICTIMAS, reconocidos por la ley Ley 27.372.
                             Esta reciente ley garantiza derechos y garantías a las víctimas, así como  las obligaciones por parte del Estado de prevenir, investigar y sancionar delitos. Estos DDHH fundamentales están reconocidos por la Declaración Universal de Derechos Humanos (arts. 8° y 10) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 14.1). La Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y de Abuso de Poder (6) y las Cien Reglas de Brasilia.    

                            La CSJN recogió estos principios fundamentales y estableció en el fallo “Hagelin” (CSJN, Fallos 326:3268, 08/09/2003.) que “restringir el acceso de la víctima o de sus familiares la causa misma donde se va dilucidar la existencia del delito y la responsabilidad eventual de sus autores supone pasar por alto el desarrollo internacional en la protección de los derechos humanos que ha seguido una evolución que ha ampliado la participación de aquéllos en el ámbito de los procesos penales de derecho interno como así también en un especial proceso de participación ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos”.
                             Por economía procesal me remito a los argumentos extensamente detallados en el pedido formal de declaración de inconstitucionalidad que oportunamente he acompañado. No obstante debo sumar a esos principios, hechos y conceptos jurídicos un aspecto material, cotidiano, que observamos los ciudadanos de a pie, especialmente los letrados que tenemos el privilegio  de desempeñarnos en el medio social y a su vez ser auxiliares de la Justicia, lo que nos permite ver un gravísimo problema desde un  costado práctico y que tiene relación con la resolución atacada en el segundo agravio que planteo
                              II,. B) Cese de la medida de seguridad – Libertad de los menores detenidos 
                                  El sistema penal de menores está en crisis. .No protege ni a los mismos menores ni a los victimizados por ellos. Basta con interpretar el “plan de abordaje” que VS ha aceptado como suficiente para garantizar la reinserción social y la resocialización de dos menores que nunca estuvieron insertados socialmente ni socializados. 

                               Todos los informes que han sido agregados a estas actuaciones certifican la inconducta de ambos detenidos  y el medio familiar nada idóneo para su control, educación, guía o asistencia básica 

                              Se ha ordenado la libertad de los dos menores privados de su libertad  que participaron en un Homicidio  y en una Tentativa de Homicidio triplemente Calificado, habiendo utilizado armas blancas de fabricación casera o tumberas,  para cometer estos horrendos crimines, llevados a cabo con tremenda saña, alevosía, que queden bajo la “responsabilidad de la Dirección de Niñez y Adolescencia de la Municipalidad de General Pueyrredón y del Servicio Zonal de Promoción y Protección de los derechos del Niño, cada uno en el ámbito de su competencia, a fin de que se instrumente el plan de abordaje integral presentado el 22 de julio del 2022 por el Servicio Local, con el acompañamiento del Servicio Zonal ,y con el asesoramiento especializado del Centro de Recepción”.

                                 .El “plan de abordaje” al que hace referencia el fallo cuestionado ha sido puntualmente rechazo por esta parte, atento no ser más que una reiteración de frases hechas, suntuosas, ampulosas,  pero   con intervenciones alejadas probadamente de la eficiencia.

                                  El “plan”, sobre el que VS tuvo que insistir reiteradamente ante la omisión en término  de su presentación, es un  cumulo de generalidades copiadas y pegadas, que no especifican de manera alguna la actividad puntual, concreta, específica que llevaran a cabo con cada uno de los detenidos, para lograr que no continúen en el camino directo a la criminalidad. Situación fomentada ante la no punibilidad  permitida por la inconstitucional Ley de fondo.

                               El ·plan afirma que un  “… equipo   de   profesionales   articularán   intervenciones   con los diferentes efectores involucrados … estrategias  que  se  han planificado y las acciones que con el devenir de la intervención se pretendan realizar …. surge la necesidad de laborar  de  manera  mancomunada  a  fin  de  garantizar  la  restitución  de  derechos ….”. 
                           Continúa el “plan”:  “…Ambos jóvenes hacen hincapié en la necesidad de encontrarse con su familia  y  recuperar  su  libertad,  reflexionando  acerca  de  la  necesidad  de  iniciar  un  tratamiento psicológico….”., Sin especificar un informe profesional que indique que tales afirmaciones son sinceras o creíbles y que no son más que argumentos  escuchados hasta el  cansancio, en cualquier detenido,  para recuperar su libertad y que son aprendidos como un mantra dentro de las unidades carcelarias. 
                 Estas afirmaciones bastaron para  volver al medio en que se desempeñaban. Venta  y consumo de estupefacientes, agresiones a particulares, hurtos, robos, inconducta problemática en establecimientos educativos, agresiones a compañeros y otros alumnos. Gravísima conducta preocupante que ha sido advertida oportunamente por el Perito Psiquiatra y diagnosticada como una absoluta “falta de control de impulsos”, que debería haberse ordenado ser tratada como condición previa a tratar la posibilidad de  recuperar la libertad. 

               El Plan de abordaje cuestionado es en realidad a un “Plan de expresión de deseos”. Asi se hace referencia al beneficio utópico en relación a la futura actividad escolar o a la concurrencia  al Club Alvarado de Mar del Plata,  para que modifiquen su conducta 

             Por estas consideraciones solicito se revea la resolución cuestionada y se ordene la INMEDIATA DETENCION de los menores recientemente liberados. 

           III.-  Por estas consideraciones pido a V.S. solicito

A.- Tenga por interpuesto RECURSO DE APELACION contra la resolución dictada  el 23 de julio de 2022 por la cual se rechaza el pedido de inconstitucionalidad de la 22.278 (Ley de Menores) y se ordena la libertad de los detenidos 
B.- Se tenga por fundado el mismo

C.- Se eleven las actuaciones al Superior. 

D.- En su oportunidad se haga lugar al planteo de inconstitucionalidad   

      y se ordene la inmediata detención de los menores liberados. 

                Proveer de conformidad
                                SERA JUSTICIA .-
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